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PORTE ILEGAL DE ARMAS / CREDIBILIDAD DE TESTIMONIOS POLICIALES / CONFIRMA CONDENA - Para la Colegiatura, en contraposición a lo considerado por el letrado impugnante y en consonancia con lo concluido por el juez de primer nivel y lo resaltado por el representante de la Fiscalía en su condición de no recurrente, la valoración de los medios de conocimiento fue apropiada y conforme a las reglas de la sana crítica. Es así por cuanto de los elementos de persuasión puede establecerse de manera contundente tanto la materialidad de la conducta como la responsabilidad del aquí judicializado, y por tanto la decisión de condena se encuentra ajustada a derecho.

Al analizar las declaraciones de JHON EDIER GASPAR TREJOS, JOSÉ ÓSCAR PATIÑO JARAMILLO, JHON EDINSON GIRALDO NIETO y RAIMER VELÁSQUEZ PENAGOS, uniformados que participaron en el procedimiento de captura de JULIÁN DAVID ORTEGA GIRALDO y JHON ALEXÁNDER GARCÍA ORTIZ, se advierte con claridad meridiana que sus versiones son contestes, espontáneas y coherentes con la forma en la que se desarrollaron esos acontecimientos, en virtud de lo cual ameritan plena credibilidad, dada su contundencia y claridad.
(…)

Se concluye por tanto que los cuatros agentes del orden de manera directa observaron al hoy judicializado cuando portaba en sus manos un elemento, y dos de ellos visualizaron el momento en el que éste lo arrojó al suelo, y al verificar que se trataba de una arma de fuego procedieron a su incautación tal como consta en el acta respectiva que se introdujo como prueba, la cual se encuentra firmada por el señor JHON ALEXÁNDER, y a la consiguiente captura del referido.

El citado artefacto fue sometido a un experticio de balística en el que se concluyó que es una pistola Prieto Beretta calibre 9 mm, de fabricación industrial, apta para producir disparos, con dos cartuchos del mismo calibre que también se hallaron en buen estado de conversación y aptos para ser percutidos.

De igual forma, se corroboró no solo con la manifestación del mismo acusado en el momento de su aprehensión, sino también mediante oficio signado por el Jefe de Sección de Asuntos Nacionales del Departamento de Control y Comercio de Armas Municiones y Explosivos, que GARCÍA ORTIZ no aparece registrado como poseedor legal de armas de fuego.

La defensa reconoce que los agentes del orden al unísono coinciden en señalar a su prohijado como la persona a la que observaron portando un elemento que resultó ser una arma de fuego, aunque intenta desvirtuar la veracidad de sus relatos con reparos que en criterio del Tribunal, y tal como lo determinó el fallador de primer nivel, no tienen trascendencia alguna ni afectan la credibilidad que debe darse a sus manifestaciones.

Olvida el señor defensor que en el momento en que los uniformados rinden testimonio habían pasado casi dos años de ocurrido el hecho, y por tanto es entendible que no recuerden muy bien algunos puntos de la controversia, o incluso olviden ciertos detalles de los procedimientos en los que participan, pero de ello no puede deducirse de ninguna manera que estén mintiendo, o que su relato no sea fiel a lo realmente ocurrido, máxime que no se demostró dentro de la actuación que tuvieran alguna razón para faltar a la verdad.
(…)

Adicionalmente, de los medios probatorios allegados se deducen dos indicios en contra del judicializado, el primero de ellos el que se desprende de huir al notar la presencia policial, ya que una persona que no se encuentre ejecutando una conducta contraria a la ley no tiene por qué evadir a la autoridad, de lo que se infiere que era consciente de la ilicitud que estaba cometiendo y por ello reaccionó de esa manera; el segundo, su vinculación con actos de similar naturaleza, puesto que en su historial le figuran varias anotaciones, una de ellas precisamente por el delito de porte de armas.
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	Fecha y hora de lectura: 
	Diciembre 14 de 2017; 10:40 a.m.

	Imputado: 
	Jhon Alexánder García Ortiz 

	Cédula de ciudadanía:
	18.523.305 de Dosquebradas (Rda.) 

	Delito:
	Fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, partes, accesorios o municiones

	Bien jurídico tutelado:
	La Seguridad Pública

	Procedencia:
	Juzgado Tercero Penal del Circuito con función de conocimiento de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra el fallo condenatorio de marzo 16 de 2015. CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- En octubre 21 de 2012 aproximadamente a las 1:05 a.m., uniformados que realizaban patrullaje por el sector del barrio San Diego del municipio de Dosquebradas (Rda.) escucharon varias detonaciones y recibieron por radio información en el mismo sentido, razón por la que procedieron a hacer la correspondiente verificación y a solicitar apoyo de sus compañeros cercanos. Al llegar a las inmediaciones del barrio Panorama Country observaron a dos personas que fueron identificadas como JULIÁN DAVID ORTEGA GIRALDO y JHON ALEXÁNDER GARCÍA ORTIZ, quienes corrían cada una con un objeto en sus manos similar a un arma de fuego -posteriormente se determinó que eran una escopeta y una pistola, respectivamente-. El primero de ellos fue capturado en el sitio de los hechos por los referidos gendarmes, y el segundo unos metros más adelante por la patrulla que acudió al sitio como refuerzo, toda vez que ninguno de los dos contaba con permiso para porte y tenencia de ese tipo de artefactos.
1.2.- A consecuencia de lo anterior y a instancia de la Fiscalía, se llevaron a cabo las audiencias preliminares (octubre 21 de 2012) ante el Juzgado Primero Penal Municipal con función de control de garantías de Dosquebradas (Rda.) -trasladado temporalmente a Pereira-, por medio de las cuales: (i) se legalizó la aprehensión; (ii) se les imputó autoría en el punible de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones consagrado en el artículo 365 C.P., en la modalidad de “portar”, cargo que los indiciados NO ACEPTARON; y (iii) se les impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento de reclusión.
1.3.- El ente fiscal presentó escrito de acusación (diciembre 07 de 2012), cuyo conocimiento correspondió de manera inicial al Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), cuya titular se declaró impedida para tramitar el asunto por haber actuado como juez de control de garantías en segunda instancia, razón por la cual, al no existir más funcionarios de esa categoría en dicho municipio, el trámite se remitió al Centro de Servicios Judiciales de esta capital para ser repartido entre los jueces penales del circuito, siendo asignado el asunto al Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, autoridad que llevó a cabo las audiencias de formulación de acusación (febrero 14 de 2013), preparatoria (agosto 08 de 2013), y antes de realizarse la audiencia de juicio oral (noviembre 11 de 2013) JULIÁN DAVID ORTEGA GIRALDO celebró preacuerdo con la Fiscalía, al cual se le impartió aprobación y se profirió el correspondiente fallo (diciembre 16 de 2013), lo que dio lugar a la ruptura de la unidad procesal.

1.4.- El trámite del juicio oral continuó para JHON ALEXÁNDER GARCÍA ORTIZ (julio 30, noviembre 27 y diciembre 03 de 2014), y finalizado el mismo se anunció un sentido de fallo de carácter condenatorio del que se dio lectura (marzo 16 de 2015) con el siguiente resultado: (i) se declaró penalmente responsable al imputado en congruencia con los cargos formulados; (ii) se le impuso sanción privativa de la libertad de 108 meses de prisión, inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso; y (iii) se le negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena por el no cumplimiento de los presupuestos legales para ello.
1.5.- La defensa se mostró inconforme con esa decisión y la impugnó, y procedió a sustentar el recurso en forma escrita dentro del término legal; por tanto, la actuación fue enviada a esta Colegiatura para definir la alzada.

2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente-
Solicita se dé aplicación al principio de presunción de inocencia, y se revoque la decisión emitida por el juez de primer nivel, para en su lugar absolver a su representado. Al efecto argumentó:
La valoración realizada por el fallador respecto de los testimonios de los policiales que participaron en el operativo de captura no fue adecuada, toda vez que sus declaraciones no son consonantes unas con otras en varios aspectos que el juzgador consideró intrascendentes, y generan dudas sobre lo que realmente aconteció. 
Los cuatro uniformados que dieron testimonio, dos de ellos que supuestamente realizaron la aprehensión de su prohijado, y los otros dos que acudieron al sitio debido al apoyo solicitado por radio, en lo único que coinciden es en señalar de manera contundente a JHON ALEXÁNDER.
Según lo relatado por ello JHON EDIER GASPAR TREJOS y JOSÉ ÓSCAR PATIÑO JARAMILLO escucharon unas detonaciones al parecer de arma de fuego y se desplazaron al sitio de donde las mismas provenían, y allí se encontraron con un ciudadano que luego se identificó como JULIÁN DAVID ORTEGA GIRALDO, a quien capturaron con un arma de fuego tipo escopeta. De allí se desprende la primera incongruencia, pues el primero de los citados policiales aseguró nunca haber visto otra patrulla en el lugar de los acontecimientos, mientras que el segundo asegura que pudo avizorarla a la distancia, pero en todo caso ninguno de los dos recuerda si cuando subieron a su representado en la panel había allí otro uniformado, ya que únicamente vieron al otro aprehendido en las instalaciones de la URI, es decir, en el lugar del suceso no se percataron de ello. 
GIRALDO NIETO, uno de los agentes que realizó la captura de su prohijado,  manifestó nunca haber visto otra patrulla, pero el otro, VELÁSQUEZ PENAGOS, informó que sí la vio y tuvo la precaución de dejar su motocicleta a la vista de los otros policiales para que no le pasara nada. De acuerdo con lo dicho por GIRALDO NIETO, la persecución a pie se prolongó por varias cuadras, pero según VELÁSQUEZ PENAGOS fueron escasos metros. Aunado a ello, GIRALDO NIETO indicó que el indiciado dejó caer a escasos 2 metros un arma de fuego tipo pistola, y justo en ese momento lo interceptan, detalle sobre el cual su compañero de patrulla se abstuvo de hablar al aducir que no recordaba. De igual forma, ninguno de los dos supo precisar el sitio en el que se encontraban antes de arribar al sector.
Luego de efectuarse la captura de su defendido, tampoco confluyen los relatos en lo tocante al aseguramiento del detenido, pues GIRALDO NIETO informó que debió devolverse por todo el trayecto en el que se realizó la persecución para subir el detenido a la panel, mientras que su compañero aseguró que el vehículo llegó hasta donde ellos estaban, y solo tuvieron que desplazar al aprehendido unos metros hasta la esquina.  
Es cierto que las percepciones pueden variar de un individuo a otro, pero en este caso ninguna de las apreciaciones de ellos coinciden en aspectos importantes; tales como: dónde estaban ubicados al comienzo de la persecución, cuánto duró la misma, quiénes estaban ahí, o que pasó con los dos detenidos y en qué fueron transportados.
Los citados declarantes solo se limitaron a decir que el señor GARCÍA ORTIZ era quien portaba un arma de fuego y que por ello fue detenido, pero el testimonio debe analizarse en su conjunto, y necesariamente debe concluirse que todas las partes de la versión dada por ellos carecen de afinidad, coherencia y conexión.
Adicional a lo anterior, el informe de policía de casos de captura en flagrancia se elaboró en tercera persona y fue imposible determinar la autoría del mismo, razón por la cual fue inservible para efectos del contrainterrogatorio, pese a que es un documento creado precisamente para impugnar credibilidad o refrescar memoria, situación que también se presentó con las entrevistas dadas por los uniformados.
2.2.- Fiscalía -no recurrente- 
Pide se confirme la determinación adoptada por el a quo, con fundamento en lo siguiente:

El fallo es formal y materialmente correcto, al ser producto de la valoración conjunta de la prueba allegada en juicio conforme a las reglas de la sana crítica y de la persuasión racional que imprime al fallador la inmediación con los medios de prueba que soportan la imputación fáctica y jurídica.
Si bien el profesional del derecho recurrente insiste en unas presuntas incoherencias en los relatos vertidos en juicio por los agentes que participaron en el operativo de captura de su prohijado y de un tercero -cuyo proceso se surtió por cuerda separada, y culminó con sentencia condenatoria en virtud de la aceptación de cargos-, lo cierto es que no ha precisado la incidencia de esa inconsistencias en el fallo que ataca, y cómo permitirían variar su sentido condenatorio en absolución para su prohijado.
El hecho de que la captura de JHON ALEXÁNDER se produzca luego de una persecución corta o larga,  que en la panel en la que fue trasladado para su judicialización se encontrara o no otra persona, o que los agentes que conformaban cada una de las patrullas tuvieran percepciones diferentes de los mismos sucesos, de acuerdo con la participación que tuvieron en el procedimiento, son factores que ninguna incidencia tienen en el hecho probado de haber sido dos personas las capturadas, una de las cuales aceptó los cargos, y la otra es GARCÍA ORTIZ, que el arma fue vista en su mano cuando la portaba, e incluso, cuando la arrojó al suelo para intentar deshacerse de ese elemento que comprometía su responsabilidad, lo cual es indicativo del dolo, o respecto de la ausencia de permiso para el porte o tenencia.

Desde las audiencias preliminares se determinó que JHON ALEXÁNDER fue aprehendido en situación de flagrancia en razón de los elementos que lo ubicaban en el sitio de los hechos, y el señalamiento directo que se hizo por parte de los uniformados de ser él quien portaba un objeto que al ser recuperado por los agentes del orden determinaron que era un arma de fuego tipo pistola, y logró establecerse que se encontraba en buenas condiciones de funcionamiento, apta para producir disparos, con proveedor y dos cartuchos también aptos para ser percutidos. 

Adicionalmente, el investigador EDWIN JÁCOME BOLAÑOS quien habló de la presencia de los dos detenidos en aquella ocasión, precisó que uno de ellos era el señor GARCÍA ORTIZ, e indicó que a éste le figuraba una anotación por una conducta similar a la que es objeto de investigación, y por la que fue privado de su libertad en esta oportunidad.
3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
Al Tribunal le corresponde establecer el grado de acierto que contiene el fallo opugnado, a efectos de determinar si la decisión condenatoria adoptada en contra del aquí implicado está acorde con el material probatorio analizado en su conjunto, en cuyo caso se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se procederá a la revocación y al proferimiento de una sentencia absolutoria, tal como lo solicita la defensa.

3.3.- Solución a la controversia

No observa la Colegiatura existencia de vicios sustanciales que afecten garantías fundamentales de las partes e intervinientes, puesto que el trámite de todas las etapas procesales se surtió con acatamiento del debido proceso, y los medios de conocimiento fueron incorporados en debida forma, en consonancia con los principios que rigen el sistema penal acusatorio, por lo que se pasará a realizar el análisis correspondiente del fallo proferido por la primera instancia, en los términos anunciados.

De acuerdo con los argumentos expuestos en el recurso por el profesoinal que representa los intereses del señor GARCÍA ORTIZ, en su criterio en el presente asunto existe duda sobre la forma en la que acaecieron los hechos que dieron origen a esta actuación, toda vez que las declaraciones de los uniformados que participaron en el operativo de captura no son coincidentes en aspectos esenciales, puesto que incurren en notorias contradicciones, las cuales fueron consideradas como intrascendentes por el fallador de primer nivel, razón por la que censura la apreciación probatoria realizada, y sostiene que la misma no fue acertada.

Para la Colegiatura, en contraposición a lo considerado por el letrado impugnante y en consonancia con lo concluido por el juez de primer nivel y lo resaltado por el representante de la Fiscalía en su condición de no recurrente, la valoración de los medios de conocimiento fue apropiada y conforme a las reglas de la sana crítica. Es así por cuanto de los elementos de persuasión puede establecerse de manera contundente tanto la materialidad de la conducta como la responsabilidad del aquí judicializado, y por tanto la decisión de condena se encuentra ajustada a derecho.
Al analizar las declaraciones de JHON EDIER GASPAR TREJOS, JOSÉ ÓSCAR PATIÑO JARAMILLO, JHON EDINSON GIRALDO NIETO y RAIMER VELÁSQUEZ PENAGOS, uniformados que participaron en el procedimiento de captura de JULIÁN DAVID ORTEGA GIRALDO y JHON ALEXÁNDER GARCÍA ORTIZ, se advierte con claridad meridiana que sus versiones son contestes, espontáneas y coherentes con la forma en la que se desarrollaron esos acontecimientos, en virtud de lo cual ameritan plena credibilidad, dada su contundencia y claridad.

Según lo indicado por los patrulleros GASPAR TREJOS y PATIÑO JARAMILLO, quienes para ese entonces conformaban la patrulla del cuadrante correspondiente al sector del barrio San Diego del municipio de Dosquebradas (Rda.), luego de escuchar unas detonaciones y también ser avisados por la central de radio al respecto, se acercaron al lugar de donde provenían los disparos y solicitaron el apoyo de sus compañeros cercanos. Cuando estaban en la carrera 22 con calle 56 -inmediaciones del barrio Panorama Country- observaron a dos personas que corrían cada una con un objeto en su mano que tenía características similares a un arma de fuego, y lograron capturar en el sitio a uno de ellos, quien fue identificado como JULIÁN DAVID ORTEGA GIRALDO, al verificar que en efecto se trataba de un artefacto bélico tipo escopeta para cuyo porte y tenencia no tenía permiso de la autoridad competente. 

Respecto del otro sujeto, quien resultó ser JHON ALEXÁNDER GARCÍA ORTIZ, precisaron que continuó la huida y luego se enteraron que fue también aprehendido por los uniformados que acudieron a prestarles apoyo en el procedimiento, toda vez que lo vieron en las instalaciones de la URI, y aseveraron que de acuerdo con las características se trataba del mismo sujeto que había sido observado por ellos en el lugar de los acontecimientos.
Por su parte los uniformados GIRALDO NIETO y VELÁSQUEZ PENAGOS indicaron que pertenecían al cuadrante del sector Los Molinos, y acudieron al llamado de los compañeros de San Diego, motivo por el cual arribaron en su motocicleta al  barrio Panorama Country II, calle 56 con carrera 22, y observaron a un ciudadano que corría con un objeto en su mano que al parecer era un arma de fuego, entonces iniciaron su persecución a pie debido a que el sujeto ingresó por una vía peatonal, y al requerirlo arrojó al suelo el artefacto que resultó ser una pistola, a consecuencia de lo cual procedieron a su captura por cuanto no tenía autorización para su porte.
Se concluye por tanto que los cuatros agentes del orden de manera directa observaron al hoy judicializado cuando portaba en sus manos un elemento, y dos de ellos visualizaron el momento en el que éste lo arrojó al suelo, y al verificar que se trataba de una arma de fuego procedieron a su incautación tal como consta en el acta respectiva que se introdujo como prueba, la cual se encuentra firmada por el señor JHON ALEXÁNDER, y a la consiguiente captura del referido.
El citado artefacto fue sometido a un experticio de balística en el que se concluyó que es una pistola Prieto Beretta calibre 9 mm, de fabricación industrial, apta para producir disparos, con dos cartuchos del mismo calibre que también se hallaron en buen estado de conversación y aptos para ser percutidos.

De igual forma, se corroboró no solo con la manifestación del mismo acusado en el momento de su aprehensión, sino también mediante oficio signado por el Jefe de Sección de Asuntos Nacionales del Departamento de Control y Comercio de Armas Municiones y Explosivos, que GARCÍA ORTIZ no aparece registrado como poseedor legal de armas de fuego.
La defensa reconoce que los agentes del orden al unísono coinciden en señalar a su prohijado como la persona a la que observaron portando un elemento que resultó ser una arma de fuego, aunque intenta desvirtuar la veracidad de sus relatos con reparos que en criterio del Tribunal, y tal como lo determinó el fallador de primer nivel, no tienen trascendencia alguna ni afectan la credibilidad que debe darse a sus manifestaciones.

Olvida el señor defensor que en el momento en que los uniformados rinden testimonio habían pasado casi dos años de ocurrido el hecho, y por tanto es entendible que no recuerden muy bien algunos puntos de la controversia, o incluso olviden ciertos detalles de los procedimientos en los que participan, pero de ello no puede deducirse de ninguna manera que estén mintiendo, o que su relato no sea fiel a lo realmente ocurrido, máxime que no se demostró dentro de la actuación que tuvieran alguna razón para faltar a la verdad.

Adicionalmente, como bien lo señalaron el delegado fiscal y el fallador de instancia, ninguna trascendencia tiene el que supieran o no si los dos capturados los ingresaron en la panel, si fue a poca o a mucha distancia, y si la patrulla del sector se enteró de la aprehensión del señor GARCÍA ORTIZ en el mismo sitio del suceso o cuando ya se encontraban en la URI, puesto que lo realmente importante es que el núcleo esencial de sus relatos sí es coincidente, esto es, que los uniformados del sector de San Diego vieron a dos personas que al parecer portaban armas en sus manos, una de las cuales se determinó era JHON ALEXÁNDER, y los policiales de los Molinos que acudieron en su apoyo, lograron observar también a GARCÍA ORTIZ en poder de un arma de fuego.
En lo que tiene que ver con la duración de la persecución, aspecto en el que en apariencia no coinciden los uniformados, puesto que mientras GIRALDO NIETO dijo que la misma se había hecho por aproximadamente tres manzanas, y VELÁSQUEZ PENAGOS indicó que había durado media cuadra, lo cierto es que ambos dijeron que el individuo estaba ingresando al barrio Panorama Country II y fue aprehendido en la manzana 2 casa 6, por lo que dicho reparo no tiene relevancia alguna. 

Ahora, el que no supieran precisar en qué lugar se encontraban cuando fueron requeridos para hacer presencia en el sitio del hecho, es un aspecto que también carece de importancia, ya que se demostró que en efecto fueron ellos los gendarmes que acudieron al sitio y realizaron la captura del procesado. 
En cuanto a que GIRALDO NIETO dijo haber visto a la otra patrulla cuando arribaron al sitio, mientras VELÁSQUEZ PENAGOS indicó lo contrario, es posible que aunque se desplazaran en la misma motocicleta uno los viera y el otro no, máxime que éste último era quien conducía el automotor y muy seguramente estaba más concentrado en la conducción que en otras circunstancias, pero en todo caso, es una situación que en nada incide para efectos de analizar la materialidad del ilícito y la responsabilidad del procesado.

Adicionalmente, de los medios probatorios allegados se deducen dos indicios en contra del judicializado, el primero de ellos el que se desprende de huir al notar la presencia policial, ya que una persona que no se encuentre ejecutando una conducta contraria a la ley no tiene por qué evadir a la autoridad, de lo que se infiere que era consciente de la ilicitud que estaba cometiendo y por ello reaccionó de esa manera; el segundo, su vinculación con actos de similar naturaleza, puesto que en su historial le figuran varias anotaciones, una de ellas precisamente por el delito de porte de armas.
Ahora, los reparos planteados por la defensa frente al informe de policía deben tomarse con beneficio de inventario, no solo porque se trata de una información que se plasma allí en aras de soportar el procedimiento realizado pero sin poder probatorio alguno, sino porque en este caso fueron cuatro los oficiales que intervinieron en el mismo. Adicionalmente, el funcionario lo que debía valorar eran los testimonios de los miembros de la fuerza pública que rindieron su exposición en juicio, como en efecto lo hizo, y no lo que se consignó o dejó de consignarse en el informe.
En cuanto a las entrevistas, nada impedía que la defensa las usara para impugnar credibilidad, y de hecho así lo hizo frente a una de los apartes de la declaración del patrullero JHON EDIER GASPAR TREJOS, pero su cuestionamiento no tuvo eco en el fallador por cuanto el aspecto criticado por él, esto es, la forma en cómo se enteraron de los disparos, encuentra plena explicación. Obsérvese que en la entrevista indicó que había escuchado las detonaciones y en su testimonio dijo que la central les informó al respecto, pero de acuerdo con lo manifestado por el testigo posteriormente se advirtió que no faltó a la verdad, ya que explicó que ellos habían oído los disparos pero no tenían certeza y entonces por radio teléfono le avisaron que en efecto así era.
En ese orden de ideas, tal como se indicó en precedencia, la determinación opugnada no merece reproche alguno y se procederá a su confirmación.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de apelación. 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse habrá de hacerse dentro del término de ley.
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
Página 1 de 14

